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			Introduccion


			La presente obra trata sobre una serie de aspectos relacionados con dos ramas del derecho, el Derecho Mercantil, en lo que respecta a las sociedades mercantiles o sociedades de capital, y los diversos órganos de administración y cargos directivos que rigen los destinos de estas sociedades; y el Derecho Penal, que regula los diferentes delitos que pueden cometer los administradores de estas sociedades en el ejercicio abusivo de su cargo, como los delitos societarios y otros delitos relacionados con la actividad empresarial.


			Se trata de una obra eminentemente práctica, que va dirigida a mostrar a los profesionales del derecho, las cuestiones relacionadas con el funcionamiento de los distintos tipos de sociedades y entidades y sus órganos de gestión, así como los riesgos que estos corren de incurrir en responsabilidades penales, caso de que su actuación como gestores se encamine a actividades en beneficio propio o de terceros, y no en el de la propia sociedad.


			En la parte penal de esta obra se pone de manifiesto, desde el punto de vista jurídico, conductas delictivas que han venido estando de candente actualidad en los medios de comunicación, tales como el blanqueo de capitales, la corrupción urbanística, insolvencias punibles, administración desleal o fraudulenta de sociedades, falsificación de cuentas y documentos societarios, tráfico de influencias, actuaciones contra el medio ambiente y contra los consumidores, entre otros supuestos, que afectan de forma muy negativa a la sociedad en general y a los terceros perjudicados en particular, y producen un enriquecimiento personal de los gestores y administradores de estas sociedades, entidades u organizaciones bajo cuyo paraguas actúan.


			Se hace referencia en el texto a la legislación que se aplica en estos casos, fundamentalmente el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 30 de marzo, Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, y sus posteriores reformas, en el ámbito mercantil, la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, de Reforma del Código Penal, en el ámbito penal.


			También se aporta variada jurisprudencia, tanto mercantil como penal, la legislación que se cita en el texto y los autores que se reflejan en los diversos capítulos y secciones.


		




		

			Capítulo I


			Sociedades Mercantiles e Instituciones


			1.	Sociedades Mercantiles


			El objetivo fundamental de obra son los administradores de las sociedades mercantiles, o sociedades de capital, que tienen como objetivo la realización de actos de comercio o, en general, una actividad sujeta al derecho mercantil y se diferencia de una sociedad civil en el hecho de que esta última no contempla en su objeto social actos mercantiles. Por ello, como toda sociedad, son entidades a las que la ley reconoce personalidad jurídica propia y distinta de sus miembros, y que, contando también con patrimonio propio, canaliza sus esfuerzos a la realización de una finalidad lucrativa que es común.


			El Código Civil define a la sociedad como “un contrato en el que dos o más personas estipulan poner algo en común con la mira de repartir entre si los beneficios que de ello provengan” o también que “Es la unión de dos o más personas físicas o morales de acurdo a la ley, que pongan algo en común para un fin determinado, obligándose mutuamente a rendirse cuentas”.


			El Código de Comercio contempla en su artículo 116 al referirse al contrato de compañía: “En el contrato de compañía, por el dos o más personas se comprometen a poner en fondo común bienes, industria o alguna de esas dos cosas, para obtener lucro, será mercantil, cualquiera que sea su clase, siempre que se haya constituido con arreglo a las disposiciones de este Código”.


			Está regulada en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, y sus sucesivas reformas.


			Las sociedades de capital son la Sociedad de Responsabilidad Limitada, la Sociedad Anónima y la Sociedad Comanditaria, según dispone el artículo 1 de la citada Ley de Sociedades de Capital, a la que hay que añadir la Sociedad Colectiva.


			Como consecuencia de la personalidad jurídica de la sociedad mercantil, surge un nuevo sujeto de derecho, que actúa por cuenta propia y que poseerá un nombre, o denominación, que la distingue de otras sociedades, además de un domicilio social, una capacidad y un patrimonio propio.


			1.1. 	Sociedades Anónimas


			La sociedad mercantil más importante y significativa, la sociedad anónima, es una forma de organización de tipo capitalista muy utilizada entre las grandes compañías. Todo el capital se encuentra dividido en acciones, que representan la participación de cada socio en el capital de la compañía, según determina el artículo 1.3 de la Ley de Sociedades de Capital.


			Una de las características de la sociedad anónima (SA) es que la responsabilidad de cada socio es proporcional al capital que tenga. Por eso, participar en una sociedad anónima tiene un nivel de seguridad financiera bastante alto. Al contrario de una sociedad personalista, esta sociedad, como sociedad capitalista, es una estructura orgánica personal, es decir, que actúa como persona jurídica.


			Son aquellas sociedades mercantiles cuyos titulares lo pueden ser en virtud de una acción en el capital social a través de títulos o acciones. Las acciones pueden diferenciarse entre si por su distinto valor nominal o por los diferentes privilegios vinculados a éstas, como por ejemplo la obtención de un dividendo mínimo. Los accionistas no responden con su patrimonio personal de las deudas de la sociedad, sino únicamente hasta la cantidad máxima del capital social.


			La fundación de una sociedad anónima requiere un capital social bastante alto, 60.000 euros, y se expresaría precisamente en esa moneda, según determina el artículo 4.3 de la Ley de Sociedades de Capital.


			Este tipo de sociedad mercantil requiere dos o tres órganos obligatorios, como son:


			•	La Junta General de Accionistas, que es el órgano en el que se reúnen todos los accionistas, por lo menos una vez al año, y una de sus funciones es elegir a los administradores de la compañía y aprobar las cuentas anuales.


			•	Los Administradores de la sociedad, que son los gerentes que forman la ejecutiva y al mismo tiempo son el órgano representativo. Puede ser un Consejo de Administración, un Administrador Único, o varios Administradores mancomunados o solidarios.


			•	El otro órgano, que siempre suele existir, es el Consejo de Vigilancia, y sus miembros tienen la tarea de supervisar a los administradores.


			Según su origen de financiación, la sociedad anónima se clasifica en abierta o cerrada.


			La sociedad anónima abierta es aquella que recurre al ahorro del público en busca de financiación (emisión de obligaciones negociables) o para constituir su capital fundacional (constitución por suscripción pública) o para aumentarlo (emisión pública de acciones). Esto se puede dar por (i) Emisión de acciones en la Bolsa de Valores. La empresa emite su valor en la bolsa para ser financiada mediante compra de acciones; (ii) Constitución por suscripción pública. La sociedad utiliza este método para integrar su capital fundacional, con este procedimiento aparecen los promotores y los fiduciarios; (iii) Emisión pública de acciones. Sucede cuando la sociedad ya constituida por acto único, deba aumentar su capital. Si los accionistas no quieren adquirir estas acciones, entonces las mismas pueden ofrecerse al público en general. En este caso, la sociedad que nació cerrada, se convertirá en abierta.


			La sociedad anónima cerrada es aquella que no recurre al ahorro público para formar su capital fundacional o para aumentarlo. En estas sociedades, el capital se nutre de los aportes que integran o suscriben los fundadores al celebrar el contrato social. En otras palabras, la obtención de este capital es enteramente privada.


			En lo referente a la formación y constitución de la sociedad anónima, para proceder a la constitución de la misma se requiere cumplir una serie de requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico respectivo. Entre ellos, generalmente se incluye, según la legislación concreta:


			•	Un mínimo de socios o accionistas, y que cada uno de ellos suscriba una acción por lo menos.


			•	Un mínimo de capital social o suscripción de las acciones.


			•	La escritura constitutiva de la sociedad anónima con ciertas menciones mínimas de este.


			La constitución de una sociedad anónima debe hacerse mediante escritura pública ante Notario e inscribirse la misma en el Registro Mercantil, según determina el Código de Comercio.


			Hay dos tipos de fundación, la fundación simultánea y la fundación sucesiva.


			Fundación simultanea: Bajo este procedimiento la fundación de la sociedad tiene lugar en un único acto en el que concurren todos los socios fundadores, poniendo de relieve su deseo de constituir una sociedad anónima.


			Fundación sucesiva: La constitución de la sociedad se basa en diferentes etapas o fases, desde las primeras gestiones realizadas por los promotores, la suscripción inicial de las participaciones sociales por parte de las personas físicas o naturales.


			La denominación de la sociedad anónima suele formarse libremente, pero debe ser necesariamente distinta de la de cualquiera otra sociedad y suele incluir la frase “Sociedad Anónima” al final, un equivalente o su abreviatura. Para ciertas áreas económicas u objetos sociales, pude exigirse incluir una denominación especial, como por ejemplo “Banco” si la sociedad tiene esa actividad. Cuando se trate de sociedades cuyas actividades solo puede desarrollarse, de acuerdo con la ley, por sociedades anónimas, el uso de la indicación o de las siglas es facultativo, y así es mejor comprendido.


			1.2. 	Sociedades de Responsabilidad Limitada


			Este tipo de sociedades, llamadas también Sociedades Limitadas, es una sociedad mercantil en la que la responsabilidad está limitada al capital aportado, y por lo tanto, en el caso de que se contraigan deudas, no responden con el patrimonio personal los socios de la misma, sino al aportado en dicha sociedad limitada. Es una sociedad de tipo capitalista en la que el capital, que estará dividido en participaciones sociales, se integrará por las aportaciones de todos los socios, quienes no responderán personalmente de las deudas sociales.


			Las participaciones sociales no son equivalentes a las acciones de las sociedades anónimas, dado que existen obstáculos legales a su transmisión, siendo obligatoria su transmisión por medio de documento público ante Notario que se inscribirá en el libro registro de socios. Se constituye en escritura pública notarial y posterior inscripción en el Registro Mercantil, momento en el que adquiere personalidad jurídica.


			La gestión y administración de la sociedad se encarga a un órgano social, que está integrado por la Junta General de Accionistas y por los socios, y por el Órgano de Administración que puede ser Consejo de Administración, Administrador Único o Administradores mancomunados o solidarios.


			Está regulada en el artículo 1.2 de la Ley de Sociedades de Capital, y según el artículo 4.1 de esta Ley, el capital social de estas sociedades no podrá ser inferior a tres mil euros (3.000 euros) y se expresará precisamente en esa moneda.


			Cada uno de los socios de esta sociedad tiene una serie de derechos, entre ellos se encuentran los siguientes:


			•	Derecho a participar en el reparto de beneficios y en el patrimonio de la sociedad en caso de liquidación.


			•	Derecho a tanteo en la adquisición de las participaciones de los socios salientes.


			•	Derecho a participar en las decisiones sociales y a ser elegido administrador de la sociedad.


			Existen diversos tipos de sociedades limitadas, como Sociedad Limitada Unipersonal, Sociedad Limitada Laboral.


			1.3. 	Sociedades Unipersonales


			Están contempladas en la Ley de Sociedades de Capital, que define en su artículo 12 las sociedades de capital unipersonales.


			Se entiende por sociedades de capital de responsabilidad limitada o anónima unipersonal, las siguientes:


			a)	La constituida por un único socio, sea éste persona natural o jurídica.


			b)	La constituida por dos o más socios cuando todas las participaciones o las acciones hayan pasado a ser propiedad de un único socio. Se consideran propiedad del único socio las participaciones sociales o las acciones que pertenezcan a la sociedad unipersonal.


			Anteriormente estaba contemplada en la derogada Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, Ley 2/1995,de 23 de marzo, en su artículo 125, que trataban el tema de las sociedades limitadas unipersonales, es decir, sociedades con un solo socio, ya sea este una persona física u otra sociedad.


			En lo referente a las sociedades anónimas, la anterior Ley de Sociedades Anónimas de 1989 exigía, en el caso de la fundación simultanea de una sociedad, la concurrencia de un número de fundadores no inferior a tres. Es decir no admitía la posibilidad de constituirse una sociedad unipersonal. Sin embargo, no existía ningún impedimento legal para que posteriormente todas las acciones de la sociedad pasaran a un solo accionista, práctica seguida en muchas ocasiones, a pesar de no estar muy bien vista, en un principio, por el Registro Mercantil. No obstante, paulatinamente, el Registro Mercantil fue aceptando esta situación y fue dejándola de verla con recelo.


			La derogada Ley 2/1995 de Sociedades de Responsabilidad Limitada introdujo en su disposición adicional segunda una serie de modificaciones en el régimen legal de las sociedades anónimas, en concreto, modificó el artículo 34 de la Ley de Sociedades Anónimas por la que se reconocía expresamente la posibilidad de que la sociedad anónima sea constituida por un solo socio. Asimismo, introdujo un nuevo capítulo en esta ley denominado “De la Sociedad Anónima Unipersonal”, en el que se remite a lo dispuesto en el capítulo XI de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, que regula este tipo de sociedad (artículos 125 y siguientes).


			En las sociedades unipersonales, sobre todo en las sociedades limitadas unipersonales, el socio único suele ser a su vez el Administrador Único de la sociedad, y, por tanto, el responsable tanto civil como penal, caso de que se de un supuesto de responsabilidad.


			Para tratar de eludir todos estos requisitos que establece la normativa sobre sociedades, hay sociedades que pueden plantearse la posibilidad de hacer desaparecer el carácter unipersonal de etas, mediante la venta de un paquete pequeño de acciones o participaciones a alguna persona o sociedad allegada. Por ejemplo, si se trata de socios personas físicas, dándole alguna pequeña participación a algún familiar, o si se trata de socios que sean a su vez sociedades, mediante la venta de alguna acción a una sociedad estrechamente vinculada. De esta forma se eluden todos estos exhaustivos requisitos formales exigidos por la Ley 2/1995 a las sociedades unipersonales.


			De hecho esta práctica, que podría ser considerada un “fraude de ley”, de da con muchísima frecuencia en las llamadas “sociedades familiares”, donde un miembro de la familia (generalmente el padre) es el propietario del noventa por ciento de las participaciones o acciones, dando el cinco por ciento restante a su esposa y el otro cinco por ciento a alguno de sus hijos, constituyéndose en la práctica verdaderas sociedades unipersonales encubiertas.


			1.4. 	Sociedad Limitada de la Nueva Empresa


			Esta figura fue introducida por la Ley 7/2003, de 1 de abril, de Sociedades de la Nueva Empresa, que supuso una gran novedad en su momento y un gran avance y un avance normativo importante, vamos a examinar a continuación los aspectos más importantes de esta sociedad.


			En la Ley de Sociedades de Capital la sociedad limitada de la nueva empresa está recogida en los artículos 434 y siguientes. El artículo 434 preceptúa que la sociedad nueva empresa se regula en este título como especialidad de la sociedad de responsabilidad limitada.


			La Ley 25/2011, que reformó la Ley de Sociedades de Capital, modificó el artículo 435, apartado 1, y el artículo 443, apartado 1, quedando redactado como sigue: Artículo 435.1 “En su constitución, la denominación de la sociedad nueva empresa estará formada por los dos apellidos y el nombre de uno de los socios fundadores seguidos de un código alfanumérico que permita la identificación de la sociedad de manera única e inequívoca”, y el artículo 443.1 señala “El capital de la sociedad nueva empresa no podrá ser inferior a tres mil euros ni superior a ciento veinte mil euros”. Se añade que en la denominación de la sociedad deberá figurar necesariamente la indicación “Sociedad Limitada Nueva Empresa” o su abreviatura SLNE.


			El proyecto “Nueva Empresa” se fundamenta en tres elementos esenciales: el Centro de Información y Red de Creación de Empresas (CIRCE), el régimen jurídico de la Nueva Empresa y el sistema de contabilidad simplificada. El CIRCE supone la creación de una infraestructura de centros de asesoramiento que faciliten al máximo a los empresarios la puesta en marcha de sus iniciativas empresariales.


			Se crea el Documento Único Electrónico, cuyo fin es agilizar al máximo los trámites administrativos necesarios para la constitución y puesta en marcha de las empresas, siendo el elemento básico para realizar telemáticamente los trámites antes mencionados,. Se trata de la inclusión, en un solo documento administrativo, de todos los datos requeridos para la realización efectiva de los trámites antes mencionados.


			Para garantizar la seguridad jurídica, la norma se sustenta en la legislación reguladora de la utilización de la firma electrónica, tanto en las relaciones entre las Administraciones públicas y los ciudadanos como entre estas y los notarios y registradores mercantiles, siempre en el ámbito de sus respectivas competencias y por razón de su oficio.


			En cuanto al régimen jurídico de la Nueva Empresa, la técnica legislativa adoptada es, mediante un “artículo único”, añadir un nuevo capítulo a la Ley 2/1995, el Capítulo XII, regulándose en él todas las singularidades de la Nueva Empresa, rigiéndose por lo demás, por las disposiciones del régimen jurídico de las Sociedades de Responsabilidad Limitada. Este capítulo XII está integrado por siete secciones y quince artículos, del 130 al 144, inclusive.


			El citado capítulo contiene una serie de novedades que resumimos a continuación.


			•	La denominación social estará formada por los dos apellidos y el nombre de uno de los socios fundadores, seguido de un código alfanumérico y debe indicarse necesariamente en la denominación “Sociedad Limitada de la Nueva Empresa” o “SLNE”.


			•	La sociedad tendrá como objeto social actividad agrícola, ganadera, forestal, pesquera, industrial, y una serie de actividades tasadas.


			•	Solo podrán ser socio personas físicas y al tiempo de su constitución no podrán superar el número de cinco socios.


			•	Los tramites de constitución e inscripción de la sociedad podrán realizarse a través de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas.


			•	El capital social no podrá ser inferior a tres mil euros ni superior a ciento veinte mil, y la cifra de capital mínimo solo podrá ser desembolsada mediante aportaciones dinerarias.


			•	La Junta General se podrá convocar por procedimientos telemáticos y no será necesario la publicación previa.


			•	El órgano de administración tendrá que ser administrador único o administradores solidarios o mancomunados, no cabe el consejo de administración.


			•	Podrá transformarse en sociedad colectiva, sociedad civil, sociedad comanditaria, simple o por acciones, sociedad anónima, cooperativa, así como agrupación de interés económico.


			1.5. 	Sociedad Anónima Europea


			El objetivo de la creación en su momento de la figura de la Sociedad Anónima Europea fue permitir a las sociedades constituidas en los diferentes Estados miembros de la Unión Europea fusionarse, formar una sociedad holding o una filial común, evitando las obligaciones jurídicas y prácticas que resultan de los distintos ordenamientos jurídicos y ordenar la participación de los trabajadores en estas sociedades europeas, reconociendo su labor y su papel en la empresa.


			Está regulada por el Reglamento del Consejo (CE) nº 2157/2001, de 8 de octubre de 2001, por el que se aprueba el Estatuto de la Sociedad Anónima Europea, que entró en vigor el 8 de octubre de 2004. Sin embargo soros delo un número reducido de Estados miembros de la Unión Europea, entre ellos España, han adoptado la legislación necesaria para permitir la constitución de sociedades europeas en su territorio.


			También entro en su momento en vigor la Directiva 2001/86/CE, por la que se completa el Estatuto de la Sociedad Anónima Europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores. Hasta que otros Estados no adopten el marco necesario, numerosas sociedades que operan en más de un Estado miembro no podrán constituirse en sociedad de derecho comunitario y actuar como un operador único en toda la Unión Europea.


			Como consecuencia de la normativa europea, se publicó con fecha 15 de noviembre de 2005 en el BOE la Ley 19/2005, de 14 de noviembre, sobre la Sociedad Anónima Europea en aspectos importantes, entre los que se encuentra el régimen de responsabilidad de los administradores.


			Se establecen cuatro formas de constitución de una sociedad anónima europea: (i) Por fusión; (ii) Por creación de una sociedad de cartera; (iii) Por creación de una filial común, y (iv) Por la transformación de una sociedad anónima de derecho nacional.


			Los Estatutos de la Sociedad Anónima Europea establecen como órgano de dirección la Junta General de Accionistas, y, o bien un órgano de dirección y un órgano de vigilancia (sistema dualista), o bien solo un órgano de dirección (sistema monista).


			El órgano de dirección –equivalente al consejo de administración- asumirá la gestión de la sociedad y sus miembros tendrán poder para obligar a la sociedad ante terceros y para representarla ante los Tribunales. Dichos miembros serán nombrados y revocados por el órgano de vigilancia, cuando exista. El órgano de administración podrá delegar en uno o varios miembros la gestión de la sociedad.


			En cuanto a la duración del cargo de los administradores se amplía el plazo máximo de duración del cargo de administrador de cinco a seis años y se estableció que dicho plazo deberá ser igual para todos los administradores. Asimismo se incorpora la previsión ya contemplada en el artículo 145.1 del Reglamento del Registro Mercantil, en el sentido de extender la duración del cargo hasta la celebración de la siguiente Junta General o hasta el transcurso del término legal para la celebración de la junta general ordinaria.


			La Ley de Sociedades de Capital contempla las Sociedades Anónimas Europeas en los artículos 455 y siguientes. El artículo 455 establece, sobre el régimen jurídico de esta sociedad, que “la sociedad anónima europea (SE) que tenga su domicilio en España se regirá por lo establecido en el Reglamento (CE) 2157/2001 del Consejo, de 8 de octubre de 2001, por las disposiciones de este título y por la ley que regula la implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas europeas”.


			1.6. 	Sociedades Laborales


			La característica más significativa de la sociedad laboral es que la mayoría de su capital es propiedad de sus trabajadores. Son sociedades mercantiles, que pueden adoptar la forma jurídica de sociedades anónimas o de sociedades de responsabilidad limitada.


			Se apoya en fundamentos jurídicos similares a las sociedades cooperativas y en nuestro país han mostrado un alto potencial de creación de empresas. Como hemos dicho anteriormente, en estas sociedades el capital pertenece mayoritariamente a los trabajadores, y el hecho de que los trabajadores sean socios favorece la automotivación a la hora de afrontar los proyectos empresariales. El mínimo de socios requerido para su constitución es de tres y los trámites de creación son los mismos a los de cualquier otra sociedad mercantil.


			Es decir, estas sociedades se caracterizan porque la mayoría del capital social es propiedad de los trabajadores con contrato indefinido, por lo que se fomenta el empleo para este tipo de contratos para los socios. 


			Existe una limitación de capital para los socios, pues ningún socio puede poseer más de un 33,33 % del capital social, excepto si es una entidad pública o no tiene amino de lucro, en cuyo caso, su participación no puede superar el 50 %. Es por ello imprescindible el consenso entre los socios trabajadores en todas las decisiones estratégicas.


			La normativa que regula esta figura societaria son el Real Decreto 2114 de 2 de octubre de 1998, que regula el Registro Administrativo de Sociedades Laborales, la Ley 44/2015, de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y participadas, y también la Ley de Sociedades de Capital.


			1.7. 	Sociedades profesionales


			Son un tipo de sociedades mercantiles específicas y estas sociedades están reguladas en la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales, y dispone que las sociedades que tienen por objeto social el ejercicio en común de una actividad profesional deberán constituirse como sociedades profesionales en los términos de la presente ley. También están sometidas a lo dispuesto en la Ley de Sociedades de Capital en su condición de sociedades anónimas o de sociedades limitadas.


			La actividad profesional es aquella para cuyo desempeño se requiere una titulación universitaria oficial o titulación profesional para cuyo ejercicio sea necesario acreditar una titulación universitaria oficial, o inscripción en el correspondiente Colegio Profesional.


			Gonzalo ITURMENDI MORALES (Revista RC, Noviembre 2007), considera que hay tres tipos de sociedades profesionales:


			Sociedad de medios, que se caracteriza por el acuerdo existente entre quienes la componen para compartir la infraestructura necesaria que precisa el ejercicio de su actividad profesional. En estas sociedades se comparten los medios pero no existe un ánimo común de lucro y la prestación del servicio se imputa personalmente al profesional que la desarrolla individualmente.


			Sociedad de ganancias, se caracteriza por los acuerdos entre los profesionales que las componen, que permiten compartir el resultado económico de la prestación profesional, pero no se comparten las cargas necesarias que posibilitan el ejercicio de la actividad profesional.


			Sociedad de intermediación, que también está excluida del ámbito de aplicación de la Ley de Sociedades Profesionales, caracterizándose porque su objeto consiste en actuar como agentes mediadores dentro de la prestación de los servicios profesionales y no como prestadores de los servicios profesionales propiamente dichos.


			Las sociedades profesionales únicamente podrán tener por objeto social el ejercicio en común de actividades profesionales, que podrán desarrollarlas bien directamente, bien a través de la participación en otras sociedades profesionales.


			Estas sociedades están compuestas por: (i) Por las personas físicas que reúnen los requisitos exigidos para el ejercicio de la actividad profesional que constituye el objeto social y que la ejerzan en el seno de la misma, y (ii) Las sociedades profesionales debidamente inscritas en los respectivos colegios profesionales que, constituidas con arreglo a lo dispuesto en la presente ley, participen en otra sociedad profesional.


			Tiene que pertenecer a socios profesionales las tres cuartas partes del capital y de los derechos de voto, o las tres cuartas partes del patrimonio social y del número de socios en las sociedades no capitalistas.


			Sorprende la exigencia de la Ley de Sociedades Profesionales cuando requiere que habrán de ser socios profesionales las tres cuartas partes de los miembros de los órganos de administración en su caso, de las sociedades profesionales. Igualmente resulta sorprendente la exigencia para el caso de que se opte por un órgano de administración unipersonal, o si existieran consejeros delegados, que dichas funciones deben ser desempeñadas necesariamente por un socio profesional. Los socios profesionales únicamente podrán otorgar su representación a otros socios profesionales para actuar en el seno de los órganos sociales.


			En cuanto a la denominación social, la Ley refleja el principio de libertad en la configuración de la denominación social de estas sociedades, si bien, deberá figurar junto a la indicación de la forma social de que se trate la expresión “profesional”.


			En cuanto a la responsabilidad civil de los administradores de estas sociedades, tanto las sociedades anónimas como las limitadas, encuentran su fundamento jurídico en lo previsto en los artículos 236 y siguientes de la Ley de Sociedades de Capital. Sobre la posible responsabilidad penal de los administradores de estas sociedades, estos responderán personalmente si cometen un delito societario, o algún delito que tenga una relación directa con su actividad en la sociedad. 


			1.8. 	Sociedades de Inversión de Capital Variable


			Las sociedades de inversión de capital variable (llamadas comúnmente SICAV), son una forma de inversión colectiva y son bastante común en Europa Occidental y también en España, y es la opuesta a la sociedad de inversión de capital fijo (SICAF), y al igual que otras instituciones de inversión colectiva, el inversor, en principio, tiene derecho en todo momento a solicitar la redención de sus unidades y al pago del importe a reembolsar en efectivo.


			Las SICAV son un instrumento financiero que permite invertir dinero y diferir el pago anual de impuestos (del mismo modo que ocurre con los fondos de inversión), pero a través de la creación de una sociedad anónima cuy objeto social es invertir en activos financieros. Mediante este instrumento los accionistas de la SICAV tributan por las plusvalías una vez materialicen estas, repartiendo dividendos o vendiendo las acciones de esta sociedad con plusvalías al tipo establecido para la renta de capital en España y gozan de las mismas ventajas fiscales que los fondos de inversión con una tributación para los rendimientos y plusvalías de la sociedad del 1 % y entre el 21 y el 27 y % para las ganancias patrimoniales de los socios derivadas de la venta de participaciones o el pago de dividendos.


			Su regulación jurídica en nuestro país se encuentra en la Ley de Sociedades de Capital, en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, reguladora de las Instituciones de Inversión Colectiva, modificada por la Ley 31/2011, de 4 de octubre y el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003 y que deroga el anterior Real Decreto 1309/2005.


			La responsabilidad penal de los administradores, directivos y socios de estas sociedades será personal, caso de cometer algún delito societario o delitos relacionados con su actuación en la sociedad.


			Los requisitos fundamentales de este tipo de sociedades son los siguientes: (i) El número de accionistas tiene que ser igual o superior a cien; (ii) El capital mínimo es de 2.400 euros y limitación de inversiones; (iii) El capital variable tiene que estar entre el mínimo y el máximo fijado en los estatutos; (vi) La constitución, aumento de capital, fusión y escisión de estas sociedades gozan de exenciones en la modalidad de operaciones societarias, el impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos documentados: (v) Existe una tutela y control por parte de la Comisión Nacional del Mercado de Valores y de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.


			Las restricciones que la ley exige a este tipo de sociedades son: (i) Coeficiente de control: no más del 5 % de los valores deben ser emitidos o avalados por una misma entidad; (ii) Coeficiente de inversión: al menos el 90 % del activo estará invertido en valores mobiliarios admitidos a cotización en mercados organizados reconocidos oficialmente; (iii) Coeficiente de liquidez: mínimo 3 %: (iv) Coeficiente de diversificación: no mas del 5 % de su activo invertido en valores de una misma sociedad. Este límite queda ampliado al 10 % siempre que el total de inversión de la sociedad, en valores en los que se supere el 5 %, no exceda del 40 % de activo de la misma.


			Como hemos ya dicho, las SICAV se constituyen bajo la forma jurídica de sociedades anónimas, por lo que están reguladas por la Ley de Sociedades de Capital, siendo su órgano de administración el consejo de administración o un administrador o administradores, por lo que los administradores de estas sociedades están sometidos al régimen de responsabilidad de los artículos 225 y siguientes de la Ley de Sociedades de Capital, y tienen responsabilidad personal a nivel penal caso de cometer por algún administrador un acto societario penado por el Código Penal.


			1.9. 	Sociedades Cotizadas y Gobierno Corporativo


			Las sociedades cotizadas son las que cotizan en un mercado secundario oficial de valores, es decir, cotizan en la Bolsa de Valores, y habrán de representarse necesariamente por medio de anotaciones en cuenta, según establece el artículo 149 de la Ley de Sociedades de Capital, regulándose en el Capítulo II, Sección 1ª de dicha ley.


			Con la publicación de la Ley 31/2014, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital y para la mejora del gobierno corporativo, se introducen una serie de novedades que afectan a las sociedades cotizadas, entre las cuales destacamos las siguientes.


			El modificado apartado 2 del artículo 295 establece que en todo lo no previsto en este Título, las sociedades cotizadas se regirán por las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas, además de por las demás normas que le sean de aplicación.


			En lo referente a la junta general de accionistas, y sobre los derechos de los accionistas, se reduce del 5 al 3 % del capital necesario para ejercer los derechos de las minorías, y sobre la asistencia a la junta, se redice el número máximo de acciones que se podrán exigir para poder asistir a la junta desde el 1 por mil a 1000 acciones.


			En materia de derecho de información de los accionistas, se rebaja el plazo máximo en el que los accionistas pueden solicitar información de 7 a 5 días de la celebración de la junta, según se establece en el artículo 520.


			Sobre las asociaciones y foros de accionistas, se establece la inscripción de los mismos en un registro especial de la Comisión Nacional del Mercado de Valores y el cumplimiento de una serie de obligaciones contables y de información.


			En relación con los administradores de estas sociedades, en el procedimiento de nombramiento de consejeros se facilita el procedimiento para el nombramiento de mujeres como consejeras.


			Sobre la figura del Presidente y de los consejeros ejecutivos, cuando ambos cargos recaigan en una sola persona, el nombramiento del presidente del consejo requerirá el voto favorable de los dos tercios de los miembros del consejo. Además se tendrá que nombrar entre los independientes un consejero coordinador (leal independiente director) al que se le faculte para solicitar la convocatoria del consejo, señalar el orden del día, coordinar a los consejeros no ejecutivos y dirigir la evaluación del presidente. El artículo 529 sexies establece que el consejo de administración, previo informe de la comisión de nombramientos y retribuciones, designará de entre sus miembros a un presidente, y, en su cao, a uno o varios vicepresidentes, siendo el presidente el máximo responsable del eficaz funcionamiento del consejo de administración. El consejo de administración deberá realizar una evaluación anual de su funcionamiento y el de sus comisiones.


			La duración del cargo de los consejeros de una sociedad cotizada será la que determinen los estatutos sociales, sin que en ningún caso exceda de cuatro años, pudiendo ser reelegidos para el cargo una o varias veces por periodos de igual duración máxima, según establece el artículo 529 undecies. Estos consejeros pueden ser de diferentes categorías, consejeros ejecutivos, no ejecutivos, dominicales e independientes.


			En relación con la retribución de los consejeros el artículo 529 sesdecies establece el carácter necesariamente remunerado del cargo de consejero en las sociedades cotizadas, y deberá ser aprobado en la Junta con voto vinculante, previo informe de la comisión de nombramientos y retribuciones, al menos cada tres años. Esta política contendrá, al menos, la retribución total de los consejeros por su condición de tales, el sistema de retribución de los consejeros ejecutivos (descripción de los componentes, cuantía global de la remuneración fija anual y su variación en el periodo de referencia, los parámetros de fijación de los restantes componentes y todos los términos y condiciones de sus contratos como primas, indemnizaciones, etc.), y cualquier modificación requerirá aprobación de la junta y no podrá realizarse pago alguno mientras no haya sido aprobado por la junta general.


			El informe anual sobre remuneraciones seguirá siendo sometido a voto consultivo de la junta pero en caso de voto negativo, deberá realizarse una nueva propuesta de política de remuneraciones.


			En el artículo 511 bis se establecen una serie de competencias adicionales de la junta general, señalándose que en las sociedades cotizadas constituyen materia reservadas de la junta general, además de las reconocidas en el artículo 160, entre las cuales se encuentra la política de remuneración de los consejeros.


			Sobre la asistencia a la junta general, el artículo 521 bis contempla que en las sociedades anónimas cotizadas, los estatutos no podrán exigir para asistir a la junta general la posesión de más de mil acciones.


			En lo referente al Gobierno Corporativo de este tipo de sociedades, el Gobierno ha venido incrementando el control y la supervisión de los órganos de administración de las sociedades anónimas cotizadas, por lo que, además de la regulación del gobierno de estas sociedades, en la Ley de Sociedades de Capital y el reforzamiento del mismo por la Ley 31/2014, para la mejora del Gobierno Corporativo, la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) viene dictando códigos que establecen normas para dicho control y supervisión, que, aunque tienen carácter de recomendaciones, no imperativas, se exige que se informe por estas sociedades cotizadas del grado de cumplimiento de estas recomendaciones.


			Hasta ahora se habían publicado Códigos de Buen Gobierno, como el Informe Olivencia de 1998, el Informe Aldama de 2003, el Código Comthe de 2006 y el Código Rodríguez de 2015 (por Elvira Rodríguez, Presidenta entonces de la CNMV).


			El último publicado es el Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas, publicado el 24 de febrero de 2015 por la CNMV, que supone un punto de inflexión en las recomendaciones emitidas en España en materia de gobierno corporativo, tanto por el enfoque de los 25 principios en los que se basa como por el alcance de las 64 recomendaciones que es establecen.


			El Código plantea nuevos estándares de composición y funcionamiento de los consejos de administración, clarifica la responsabilidad de los consejeros e incorpora nuevas medidas de transparencia para las juntas de accionistas. Entre sus principales novedades contempla por primera vez que la promoción de las políticas adecuadas de responsabilidad social corporativa es una facultad indelegable del consejo que debería ofrecer información trasparente sobre su desarrollo, aplicación y resultados. Además propone que al menos un 30 % de los miembros del consejo sean mujeres antes del año 2020 y determina la conveniencia de que, en aquellas sociedades en las que el presidente y el consejero delegado sea la misma persona, se nombre un consejero coordinador.


			1.10. 	Sociedades Colectivas


			Las sociedades colectivas se encuentran reguladas en los artículos 125 a 144 del Código de Comercio y se pueden definir como aquellas sociedades personalistas dedicadas en nombre colectivo, y bajo el principio de la responsabilidad personal ilimitada, soldaría y subsidiaria de los socios, por las deudas sociales, a la explotación de una industria mercantilista.


			Es, según Fernando SEQUEROS SAZATORNIL, una sociedad de trabajo en la que, de conformidad con el artículo 129 del Código de Comercio, todos los socios tienen la facultad de concurrir a la dirección y manejo de los negocios comunes. 


			Consecuentemente, si la prestación del trabajo es lo importante y no la aportación de un capital, la responsabilidad frente a terceos debe ser personal, ilimitada y subsidiaria, como se desprende del artículo 127 del Código de Comercio, en relación con los artículos 235 y 247 del mismo cuerpo legal. 


			Esta sociedad actúa en nombre colectivo, es decir, el nombre utilizado por la sociedad se deduce del nombre de todas las personas que actúan colectivamente.


			1.11. 	Sociedades Comanditarias


			Las sociedades en comandita simple, o sociedades comanditarias, están reguladas en los artículos 149 y 150 del Código de Comercio, definiéndolas el catedrático Fernando SANCHEZ CALERO como una sociedad de tipo personalista que ejerce una actividad mercantil y se caracteriza por la coexistencia de socios colectivos, que responden ilimitadamente de las deudas sociales y cuyo nombre debe servir para formar la razón social, y de socios comanditarios cuya responsabilidad es limitada. Se trata de una sociedad personalista, configurándose como una sociedad mercantil, constituyendo un tipo específico de la misma.


			La sociedad en comandita por acciones, regulada en los artículos 151 y 157 del Código de Comercio, la considera el citado SANCHEZ CALERO como una sociedad cuyo capital está dividido en acciones, que se formará por las aportaciones de los socios, uno de los cuales, al menos, se encargará de la administración de la sociedad y responderá personalmente de las deudas sociales como socio colectivo, mientras que los socios comanditarios no tendrán esa responsabilidad.


			A diferencia de la sociedad comanditaria simple, la sociedad comanditaria por acciones es en esencia una sociedad capitalista, como observa Francisco VICENT CHULÍA, “una sociedad anónima pero con responsabilidad ilimitada, solidaria entre si y subsidiaria al patrimonio social de los accionistas administradores, quienes –solo en este aspecto- adquieren la condición de socios colectivos”.


			En la Ley de Sociedades de Capital, su artículo 252, contempla la administración de la sociedad comanditaria por acciones, y señala que esta debe estar necesariamente a cargo de los socios colectivos, quienes tendrán las facultades, los derechos y deberes que los administradores en las sociedades anónimas. El nuevo administrador asumirá la condición de socio colectivo dese el momento en que acepte el nombramiento.


			Por otra parte, la separación del cargo de administrador requerirá la modificación de los estatutos sociales. Si la separación tiene lugar sin justa causa, el socio tendrá derecho a la indemnización de daños y perjuicios. En loa acuerdos que tengan por objeto la separación de un administrador el socio afectado deberá abstenerse de participar en loa votación.


			1.12. 	Sociedades Cooperativas


			La antigua Ley General de Cooperativas de 1987 definía a las sociedades cooperativas en su artículo 1, “Son sociedades que con capital variable y estructuras y gestiones democráticas, asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, a personas que tienen interés o necesidades socioeconómicas comunes para cuya satisfacción y al servicio de la comunidad desarrollan actividades empresariales, imputándose los resultados económicos a los socios, una vez atendidos los fondos comunitarios, en función de la actividad cooperativizada que realicen”.


			La actual Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, señala en su artículo 1, que “La cooperativa es una sociedad constituida por persona que se le asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura y funcionamiento democrático, conforme a los principios formulados por la alianza cooperativa internacional en los términos resultantes de la presente ley”.


			Según la doctrina, como Manuel de la CAMARA ALVAREZ, se define como supuesto asociativo que persigue para los asociados un beneficio económico de signo negativo, consistente en permitirles adquirir unos bienes, o disfrutar de unos servicios a precio inferior al de mercado eliminando el beneficio del intermediario. 


			Esta Ley distingue las siguientes clases, según la actividad que desarrolla: a) Cooperativas de trabajo asociado; b) Cooperativas de consumidores y usuarios; c) Cooperativas de viviendas; d) Cooperativas agrarias; e) Cooperativas de explotación comunitaria y de la tierra; f) Cooperativas de servicios; g) Cooperativas del mar; h) Cooperativas de transportistas; i) Cooperativas de seguros; j) Cooperativas sanitarias; k) Cooperativas de enseñanza, y l) Cooperativas de crédito.


			Al igual que los administradores de las sociedades mercantiles, los administradores e interventores de las sociedades cooperativas también responderán de los delitos que puedan cometer en sus funciones en la sociedad.


			1.13. 	Cajas de Ahorro


			Son entidades equiparables a los bancos al ser desde el año 1977 calificadas como “entidades de crédito”, si bien su estructura organizativa es semejante a las de las fundaciones, pues los bancos están constituidos como sociedades anónimas Ya en 1929 empezaron a incluirse dentro del sistema bancario y en el año 1975 se publicaron varios Decretos regulando la creación de Cajas de Ahorro y su organización, modificando sustancialmente la anterior normativa y en lo que se definiría también a la Confederación Española de Cajas de Ahorro (CECA) como asociación nacional de todas las cajas confederadas.


			Finalmente, se promulgó la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de Cajas de Ahorros y Fundaciones Bancarias, que regula las normas básicas de los órganos rectores de las Cajas. El órgano rector es el consejo de administración, que funciona de forma muy parecida al de las sociedades mercantiles, siendo sus consejeros y los gestores de las mismas los responsables penales de cualquier delito que cometan en su cargo. El Real Decreto 798/1986, de 21 de marzo, es el reglamento que desarrolla parcialmente la citada ley. Los consejeros y directivos de las cajas de ahorro también pueden cometer delitos societarios y económicos, en su actuación al frente de estas entidades.


			Como señala Sergio SORIANO GARCIA, los aspectos más importantes que definen las Cajas de Ahorro son los siguientes: a) Ausencia de lucro; b) Autonomía frente a terceros; c) Finalidad de captar el ahorro de primer grado; d) Realización de inversiones productivas (que las diferencian de las fundaciones), y e) Desarrollo de obras sociales, que es el rasgo definitorio.


			Estas entidades están sometidas en su actividad al derecho privado, destacándose, sin embargo, una intervención pública intensa en su creación y actividad que responde a las exigencias de un derecho fundamental, como es el de Fundación.


			En los últimos años las cajas de ahorro se están integrando entre ellas y cambiando su estructura jurídica por la de entidades bancarios, con forma jurídica de sociedades anónimas.


			1.14. 	Entidades Financieras y de Crédito


			Las Entidades de Crédito se definen como “toda empresa que tenga por actividad típica y habitual recibir fondos del público en forma de depósitos, préstamos, cesión temporal de activos financieros u otra análoga que lleven aparejada la obligación de su restitución, aplicándolos por cuenta propia a la concesión de crédito u operaciones de análoga naturaleza”, y, de modo más concreto, con el Instituto de Crédito Oficial, los bancos, las cajas de ahorro y la Confederación Española de Cajas de Ahorro y las cooperativas de crédito, según determina el artículo 1 del Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, sobre adaptación del derecho vigente en materia de Entidades de Crédito al de las Comunidades Europeas.


			Las entidades de crédito son: a) El Instituto de Crédito Oficial y las entidades oficiales de crédito; b) Los Bancos privados; c) Las Cajas de Ahorro y la Confederación Española de Cajas de Ahorro; d) Las Cooperativas de crédito; e) Las Sociedades de crédito hipotecario; f) Las entidades de financiación; g) Las Sociedades de Arrendamiento Financiero, y h) Las Sociedades mediadoras del mercado del dinero.


			Las Entidades Financieras parece que solo se podrán distinguir de las de Crédito en que no intermedian éste, sino que proporcionan dinero o crédito a quién lo puedan precisar para operaciones concretas (tales como ventas a plazo, leasing, factoring, etc.), pero sin recibir dichas operaciones; suelen tener siempre la personalidad de sociedades anónimas, según señala el Decreto 896/1977, de 28 de marzo, sobre Régimen de las Entidades de Financiación de venta a plazos, disposiciones adicionales 6ª, 7ª y 10ª de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, sobre Entidades de Arrendamiento Financiero, y Órdenes Ministeriales de 14 de febrero de 1978, de 13 de mayo de 1981, respecto de las empresas de factoring.


			Actualmente están reguladas por el Real Decreto 692/1996, de 26 de julio, sobre Régimen Jurídico de los Establecimientos Financieros de Crédito, y son entidades que, con forma de sociedad anónima y un capital social mínimo desembolsado de 5.108.602 euros, representado por acciones nominativas, tienen por objeto exclusivo la realización de todas o alguna de las operaciones contempladas en su artículo 1, señaladas anteriormente (préstamo, crédito, factoring, etc.,).


			1.15. 	Mutuas


			Las Mutuas de Seguros o de Accidentes están reguladas por la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, en su artículo 7 y siguientes, y por el artículo 202 y siguientes de la Ley General de la Seguridad Social.


			Como apunta Fernando SANCHEZ CALERO, en relación con su anterior regulación mantenida sustancialmente por el Real Decreto Legislativo que aprueba el Texto Refundido, la distinción es fundamentalmente cualitativa, en función del carácter histórico que califican ese objeto social, basado esencialmente en peculiares características accidentales de carácter histórico, que califican ese objeto social como previsión social frente al seguro privado.


			Los gestores de las mutuas responderán penalmente de los posibles delitos cometidos por los mismos como administradores de estas entidades.


			1.16. 	Fundaciones


			La regulación de las fundaciones se encuentra en la Constitución Española, en su artículo 34, reconoce el derecho fundamental de fundación, y el artículo 35 del Código Civil le otorga el estatuto de persona jurídica, junto a las cooperativas y asociaciones.


			Estas entidades se rigen por la voluntad del fundador y por sus estatutos, y por la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las Entidades sin fines de lucro y de los incentivos fiscales al mecenazgo. El artículo 2.1 de esta Ley establece que “son fundaciones las organizaciones constituidas sin fin de lucro que por voluntad de sus creadores tienen afectado, de modo directo, su patrimonio a la realización de fines de interés general”, indicando seguidamente que “las fundaciones se rigen por la voluntad del fundador, por sus estatutos y, en todo caso, por la ley”.


			El negocio jurídico fundacional se define por Fernando MORILLA GONZALEZ, como una declaración de voluntad formal, unilateral, no recepticia y de carácter irrevocable, que emite el fundador o fundadores, a título gratuito, por acto inter vivos o mortis causa, con la intención de crear una fundación para la realización de un fin de interés general, dotándolo de los medios tanto económicos como organizativos necesarios para la realización de aquel.


			Como en las demás instituciones, sus gestores también tendrán responsabilidad penal en los delitos que puedan ser cometidos como consecuencia de su actividad en la fundación.


			1.17. 	Federaciones deportivas y Clubs Deportivos


			Las Federaciones deportivas españolas aparecen reguladas en la Ley del Deporte, concretamente en los artículos 30 a 40 de la misma y en el Real Decreto 1835/1991 y son definidas como entidades privadas, con personalidad jurídica propia, estando integradas por Federaciones deportivas de carácter autonómico, clubs deportivos y otras entidades que promueven, practican o contribuyen al desarrollo de algún deporte en concreto.


			Ejercen algunas funciones públicas expresamente señaladas en la Ley y tienen una vertiente privada, en la que existiría la intervención pública.


			Sus directitos pueden también cometer delitos en ejercicio de su cargo, con actuaciones irregulares y fuera de la ley. Como ejemplo, en el caso concreto de la Real Federación Española de Fútbol, se han encontrado en los últimos años una serie de irregularidades, estando actualmente procesado su anterior presidente por los presuntos delitos de apropiación indebida, y/o estafa, falsedad documental y corrupción entre particulares..


			Dentro de estas federaciones deportivas se encuentran también los Clubs Deportivos, y más concretamente los Clubs de Futbol, que mueven grandes cantidades de dinero por los ingresos de las retransmisiones televisivas y por los fichajes millonarios de algunos jugadores, a veces de dudosa legalidad, cuyos presidente y directivos también se encuentran en la misma situación que los administradores de sociedades mercantiles en cuanto a la responsabilidad penal derivada de posibles actos ilícitos cometidos en el ejercicio de su cargo. 


			Actualmente la gran mayoría de los equipos de futbol de la primera división están constituidos como sociedades anónimas deportivas, salvo alguna excepción que sigue con la forma jurídica de Club de Fútbol. 


			Las Sociedades Anónimas Deportivas están reguladas en el Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio, sobre Sociedades Anónimas Deportivas, estableciéndose que estas tienen que adoptar la forma de sociedades anónimas, rigiéndose por la Ley de Sociedades de Capital.


			1.18. 	Sociedades excluidas del ámbito penal


			Examinados los condicionamientos y presupuestos de las entidades incluidas en el concepto de sociedad que, a los efectos de la aplicación de los artículos precedentes proporciona el artículo 279 del Código Penal deben excluirse a sensu contrario aquellas que objetivamente no los cumplen, y que, por ende, están excluidas del ámbito penal, y en la que sus gestores no incurren en delitos societarios.


			En estos supuestos” se encuentran las Comunidades de Bienes, reguladas en los artículos 392 y siguientes del Código Civil, las Sociedades de Cuentas en Participación, reguladas en el artículo 239 a 243 del Código de Comercio, y cualquier otra sociedad de “análoga naturaleza”, entre las cuales podemos citar a la Unión Temporal de Empresas (más conocidas como UTE’S), y los Grupos de Sociedades, entre otras.


			2.	Legislación aplicable


			2.1. 	Ley de Sociedades de Capital


			El Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de ¨Capital, que se publicó en el BOE el 3 de julio, y que entró en vigor el 1 de septiembre de 2010, vino a sustituir hasta las entonces vigentes Ley de Sociedades Anónimas y Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitadas, refundiéndose el contenido de estas y regulando estas dos sociedades mercantiles de forma unitaria. Esta nueva ley respondía al imperativo legal que introduce la reforma de la Ley 3/2009, sobre modificaciones estructurales de las Sociedades Mercantiles.


			La actual normativa sobre sociedades incluye no solo las actuales leyes de sociedades anónimas, sino también la parte de la Ley de Mercado de Valores que regula los aspectos más puramente societarios de las sociedades anónimas con valores admitidos a negociación en un mercado secundario oficial y con el añadido de lo artículos que el Código de Comercio dedica a la Sociedad Comanditaria por acciones, forma social derivada de muy escasa utilización en la práctica.


			Es muy significativo el “optimismo” del preámbulo, que reconoce que nace con la decidida voluntad de provisionalidad, de un lado, porque no es afortunado afirmar que, en el inmediato futuro el legislador deba afrontar importantes reformas de la materia, con la revisión de algunas de las sociedades tradicionales, con la ampliación de la dinámica de los deberes fiduciarios de los administradores, con la más detallada regulación de sociedades cotizadas y con la creación de un Derecho sustantivo de los grupos de sociedades confinadas hasta ahora en el régimen de las cuentas consolidadas y en esas normas episódicas dispersas por el articulado. Esto deja abierta la puerta a un futuro Código Mercantil.


			En este sentido, se unificó la redacción del artículo 4 de la Ley del Mercado de Valores con el artículo 87 de la Ley de Sociedades Anónimas. El texto resultante es el artículo 18 del Texto Refundido, que regula que “a los efectos de esta ley, se considera que existe grupo de sociedades cuando concurre alguno de los casos establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, y será sociedad dominante la que ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra u otras”.


			Como señala Sergio GIL-GIBERNAU (Economist Jurist, septiembre de 2010), “a partir del 1 de septiembre de 2010, fecha de entrada en vigor de la Ley de Sociedades de Capital, desaparece esta dualidad y en un único texto legal se refunden las normas legales sobre las Sociedades de Capital, tanto las sociedades anónimas y sociedades de responsabilidad limitada como la escasamente utilizada sociedad comanditaria por acciones, incorporando además aquella parte de la Ley del Mercado de Valores que regula aquellos aspectos que afectan a las sociedades anónimas cotizadas”.


			Desde su publicación en el año 2010, la Ley de Sociedades de Capital ha sufrido las siguientes reformas:


			•	Ley 23/2011, de 1 de agosto, de reforma de la Ley de Sociedades de Capital, y de la incorporación de la Directiva 2007/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de julio, sobre el ejercicio de determinados derechos de los accionistas de sociedades de capital.


			•	Real Decreto Ley 9/2012, de 16 de marzo, de simplificación de las obligaciones de información y documentación de de fusiones y escisiones de sociedades de capital, la segunda reforma de la Ley en un año y medio de existencia.


			•	Ley 31/2014, de 3 de diciembre, de reforma de la Ley de Sociedades de Capital, para la mejora del gobierno corporativo.


			•	Real Decreto Ley 15/2017, de 6 de octubre, sobre el cambio de domicilio social y fiscal. Coincidiendo con la época en la que un número considerable de grandes sociedades cambiaron su domicilio fuera de Cataluña.


			2.2. 	Ley de Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles


			La Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, que entró en vigor el 3 de julio de 2009, marcó en su momento una profunda reforma del Derecho de sociedades mercantiles español. Según establece su artículo 1, su principal objeto es la regulación, por primera vea de forma uniforme, de las modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles (salvo las sociedades cooperativas), definiéndose expresamente como la transformación, fusión, escisión o cesión global de activo y pasivo, incluyendo el traslado internacional del domicilio social. La ley aporta, asimismo, otras novedades de relevancia relativas al régimen de las sociedades mercantiles.


			Según LOVELS (Boletín Jurídico), esta reforma se realiza con un doble objetivo:


			a)	Por un lado, la incorporación a la legislación española de dos directivas europeas sobre fusiones (Directiva 2005/56/CE y Directiva 2007/63/CE del Parlamento Europeo y del Consejo), lo que ha dado lugar a una revisión del régimen jurídico de la fusión y de la escisión, y


			b)	La adopción de otras medidas tendentes a armonizare, unificar y ampliar el régimen jurídico de dichas operaciones societarias y de otras como la transformación y la cesión global de activo y pasivo, así como la inclusión de la regulación del traslado internacional del domicilio.


			La necesidad de adecuar la normativa ya existente y las disposiciones de esta nueva Ley, que incorpora igualmente otra directiva comunitaria (Directiva 2006/68/CE del Parlamento Europeo y del Consejo) ha obligado, asimismo, a modificar, mediante las disposiciones finales de la Ley, determinadas disposiciones de la Ley de Sociedades Anónimas, de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada y de la Ley 13/1989, de 28 de mayo, de Cooperativas de Crédito.
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